
C.A. de Temuco

Temuco, siete de agosto de dos mil dieciocho.

VISTOS:

En causa RUC N  º 160553093-1 y RIT O-004-2018 del Tribunal 

del Juicio Oral en lo Penal de Temuco, se dict  sentencia el veintisieteó  

de  abril  pasado  en  la  que  se  absolvi  aó  Pablo  Iv n  Trangolá  

Gal indo,  del  cargo  que  se  le  imputaba  como autor  del  delito  de 

tenencia ilegal de munici n, que habr a sido perpetrado el d a 9 deó í í  

junio del 2016; se absolvi  a ó Arie l  Alexis  Trangol  Galindo , y a 

Alfredo  Heraldo  Tralcal  Coche  de la  acusaci n por el  hechoó  

perpetrado  el  d a  09  de  junio  de  2016,  en  perjuicio  de  la  Iglesiaí  

Evang lica del Se or, ubicada en el kil metro 3,5 camino a Niagaraé ñ ó  

comuna de  Padre  las  Casas;  y  conden  aó  Pablo  Iv n  Trangolá  

Gal indo y a Benito Rub n Trangol  Gal indo é a la pena de diez 

a os  y  un d añ í  de presidio mayor en su grado medio a las accesorias 

legales  de  inhabilitaci n  absoluta  perpetua  para  cargos  y  oficiosó  

p blicos  y  derechos  pol ticos  y  la  de  inhabilitaci n  absoluta  paraú í ó  

profesiones titulares mientras dure la condena, como autores del delito 

de incendio, perpetrado el d a 09 de junio de 2016, en perjuicio de laí  

Iglesia  Evang lica  del  Se or  ubicada  en el  kil metro  3,5 camino aé ñ ó  

Niagara comuna de Padre las Casas.

En contra de ese fallo la defensora penal p blica do a Patriciaú ñ  

Alejandra  Cuevas  Su rez  por  á Pablo  Iv n  Trangol  Galindo  y  losá  

abogados  don  Pablo  Ortega  Manosalva  y  don  Cristopher  Corval ná  

Rivera por Benito Rub n Trangol Galindo, interpusieron recursos deé  

nulidad  cuya  vista  se  verific  el  dieciocho  de  julio  pasado,ó  

compareciendo a ella los defensores penales de los recurrentes y los 

representantes de la Fiscal a y de la parte querellante, exponiendo loí  

pertinente a sus respectivas pretensiones
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Dada la naturaleza de las causales sobre las cuales descansaban 

los recursos de nulidad de manera principal, los antecedentes fueron 

remitidos a la  Excelent sima Corte Suprema de Justicia,  la que porí  

resoluci n  de  cinco  de  junio  de  dos  mil  dieciocho  hizo  uso  de  laó  

facultad que le confiere el art culo 383 del C digo Procesal Penal, porí ó  

estimar que esas causales constitu an un reclamo propio de las causalesí  

contempladas en las letra c) y e) del art culo 374 del referido cuerpoí  

legal,  orden  remitir  los  antecedentes  a esta Corte para que previaó  

revisi n de la admisibilidad de los recursos interpuestos, la que fij  laó ó  

audiencia antes se alada para el conocimiento y fallo del recurso.ñ

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que los recursos intentados por la defensas de los 

sentenciados  Pablo  Iv n  Trangol  Galindo  y  Benito  Rub n  Trangolá é  

Galindo descansan de manera principal en la contravenci n sustancialó  

de derechos o garant as aseguradas por la Constituci n Pol tica de laí ó í  

Rep blica o por los tratados internacionales ratificados por Chile queú  

se encuentren vigentes, en particular el debido proceso, en el sentido de 

la garant a de un proceso previo legalmente tramitado y el derecho a laí  

libertad personal, causal que la Excma. Corte Suprema por resoluci nó  

de 5 de junio de 2018 ha se alado que lo que se reprocha por estañ  

primera causal  de los  recursos  interpuestos  es  una deficiencia en el 

cumplimiento de los requisitos previstos en el art culo 342 letras c), d) oí  

e),  y  a n  cuando  se  ha  se alado  como  infracci n  de  garant asú ñ ó í  

constitucionales, en realidad constituye un reclamo propio de la causal 

del art culo 374 letra e) del C digo Procesal Penal.í ó

Por su parte en estrados tanto la defensa de Pablo Iv n Trangolá  

Galindo  como  la  de  Benito  Trangol  Galindo,  circunscribieron  esta 

primera infracci n  alegada a la  causal  del  art culo  374 letra  e),  enó í  

relaci n  al  art culo 342 letra c)  y art culo 297 del  C digo Procesaló í í ó  

Penal. 
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As ,  la  defensa de  í Pablo  Iv n Trangol  Galindo se ala  que laá ñ  

infracci n se habr a producido al valorar el Tribunal de Juicio Oral yó í  

dado  m rito  probatorio  para  sustentar  su  sentencia,  actuaciones  deé  

funcionarios de la Polic a de Investigaciones y del Ministerio P blicoí ú  

que se desarrollaron fuera del marco constitucional y legal.

Sostiene que del art culo 19 N  3 inciso sexto, y lo art culo 6  yí º í º  

7  de la  Constituci n Pol tica  de la  Rep blica se desprende que laº ó í ú  

legalidad de los actos del procedimiento es un principio consustancial al 

Estado de Derecho y que la averiguaci n de la verdad no es un valoró  

absoluto en el procedimiento penal, ya que a ella s lo se debe arribaró  

por los medios y en la forma que la ley permite, de lo que se surgen 

dos  conclusiones,  primero,  que  toda  actuaci n  ilegal  realizada  poró  

rganos  del  Estado   en  la  persecuci n  criminal,  redunda  en  laó ó  

ilegalidad  de  la  prueba  de  cargo  obtenida,  y  segundo,  conlleva 

necesariamente una prohibici n de valoraci n de la misma por parteó ó  

del sentenciador.

Agrega que el legislador para cumplir con el deber que le impuso 

el  constituyente  de  establecer  siempre  las  garant as  de  uní  

procedimiento y una investigaci n racional y justa, dispuso una serie deó  

normas en el  C digo Procesal  Penal,  con las  que pretendi  adem só ó á  

asegurar una serie de garant as y principios esenciales que determinaní  

la existencia de un debido proceso.

En  relaci n  a  la  libertad  personal,  sostiene  que  este  derechoó  

fundamental  cuenta con varias normas en el C digo Procesal  Penaló  

tendientes a garantizarlo frente a la actuaci n policial,  como ocurreó  

con el  art culo  85 que regula  los  supuestos  y  el  procedimiento delí  

control de identidad; o los art culos  125 y siguientes que regulan laí  

detenci n.ó

Explica que el control de identidad constituye un caso espec ficoí  

de afectaci n de la libertad personal, siendo adem s una diligencia queó á  

la  polic a  puede  ejecutar  en  forma  aut noma,  para  requerir  laí ó  

identidad  de  ciertos  individuos  que  se  hallen  bajo  las  hip tesisó  
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reguladas  en el  art culo 85 del  C digo Procesal  Penal  y por tanto,í ó  

siguiendo  el  principio  de  legalidad  de  las  medidas  privativas  o 

restrictivas de libertad previsto en el art culo 5  del C digo Procesalí ° ó  

Penal, este dispositivo procede solo en los casos y en la forma se aladañ  

por la ley, y debe ser interpretado restrictivamente y a la poca deé  

ocurrencia de los hechos que motivaron el juicio, es decir, al 09 de 

junio del a o 2016, no se hab a publicado la ley 20.931, con lo cual lañ í  

redacci n de la norma que regulaba esta actuaci n policial era la fijadaó ó  

por la ley 20.253, por lo que proced a en casos fundados, en que seg ní ú  

las circunstancias, los polic as estimaren que existen indicios  de queí “ ”  

la  persona  se  encuentra en  alguna  de  las  hip tesis  que  la  normaó  

describe. 

Contin a  se alando  que  los  funcionarios  deben  solicitar  laú ñ  

identificaci n de cualquier persona ó en casos fundados, esto es, cuando 

seg n  las  circunstancias  estimaren  que  existen  indicios  de  queú  

determinada  persona ha  cometido  un  crimen,  simple  delito  o falta, 

intentado  cometerlo  o  se  dispusiere  a  cometerlo;  o  de  que  pudiere 

suministrar informaciones tiles para la indagaci n de tales hechos, yú ó  

que los indicios deben ser objetivos.

En cuanto a la detenci n en situaci n de flagrancia plantea queó ó  

constituye  una  excepci n,  de  manera  que  su  aplicaci n  suponeó ó  

la constataci n rigurosa de los supuestos que la hacen procedente y queó  

no  hay  flagrancia  si  sta se funda en la vinculaci n que se pretendeé ó  

dar a unos ciertos sospechosos con un delito determinado no habiendo 

apreciado por s  mismos los funcionarios policiales el hecho il cito y aí í  

los presuntos hechores, y, menos a n, si esta vinculaci n se pretende enú ó  

base a evidencia encontrada en virtud de un registro de vestimentas y 

de veh culo, en base a un control de identidad que no ha cumplidoí  

con  los  requisitos  que  para  su  procedencia  contempla  nuestro 

ordenamiento jur dico, lo que implica una necesaria vulneraci n a laí ó  

garant a  fundamental  de  la  libertad  personal,  al  proceder  a  unaí  

restricci n  o  privaci n  de  sta  en  un  caso  no  regulado  por  laó ó é  
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constituci n  y  las  leyes,  y  devendr a,  en  una  afectaci n  al  debidoó í ó  

proceso, vinculado estrechamente al  cumplimiento de las  normas ya 

referidas.

En  cuanto  a  la  forma  en  que  se  ha  producido  la  infracci nó  

asevera que en las etapas de investigaci n, audiencia de preparaci n deó ó  

juicio oral y juicio oral, dicha defensa ha sostenido a trav s de distintasé  

v as de impugnaci n (solicitud de ilegalidad de la detenci n, solicitudí ó ó  

de exclusi n de pruebas y valoraci n negativa de la prueba il cita) queó ó í  

desde el inicio de este procedimiento y durante todo su desarrollo, el 

acusador se ha valido de una fuente de prueba obtenida y mantenida 

al  margen  de  la  ley  para  sostener  la  participaci n  culpable  de  suó  

representado en los hechos de la acusaci n y esa fuente de informaci nó ó  

fue trascendental para que el sentenciador adquiriera la convicci n deó  

la  participaci n  de  su  representado  en  el  hecho  por  el  que  se  leó  

conden , aun cuando en la exposici n de los fundamentos del fallo seó ó  

trate de negar su incidencia.

Manifiesta que despu s de ocurrido el hecho delictivo hubo uné  

control  de identidad y registro  del  veh culo  en el  que circulaba  suí  

defendido el que fue realizado con infracci n de garant as por careceró í  

de indicios y para fundar la flagrancia y detenci n de los acusados, loó  

que  se  estableci  tanto  en  la  decisi n  del  caso  como  en  eló ó  

pronunciamiento del tribunal como en la valoraci n de la prueba queó  

de esa ilegalidad proven a, pero que no obstante la declaraci n expresaí ó  

del  tribunal  de  no  otorgarle  valor  a  las  pruebas  derivadas  de  la 

infracci n acogida, valora el reconocimiento de la testigo de identidadó  

reservada  A.D.C.E.U  como  si  este  fuera  independiente  de  la 

mencionada  ilegalidad,  sin  embargo,  arguye  que  no  existe 

independencia  entre  ambas  fuentes  de  prueba,  toda  vez  que  en  el 

transcurso  del  juicio  y  de  la  declaraci n  de  la  v ctima  y  dem só í á  

funcionarios  policiales  quedar a  en  evidencia  que  el  nombre  de  suí  

defendido s lo es aportado a la investigaci n, una vez que la v ctima loó ó í  

ve  estando  detenido  en  im genes  de  televisi n  y  que  s lo  en  esaá ó ó  
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ocasi n  supo de  qu  persona  se  trataba,  por  lo  que  el  tribunal  aló é  

valorar dicho reconocimiento est  otorgandoá  valor precisamente a una 

diligencia que es consecuencia directa de la detenci n ilegal  de queó  

fueron objeto los acusados. 

Concluye que desde el inicio de este procedimiento y durante 

todo su desarrollo, el acusador se ha valido de una fuente de prueba 

obtenida al margen de la ley, para sostener la participaci n culpable deó  

su  representado en los  hechos  de la  acusaci n,  de modo que si  laó  

detenci n ha sido ilegal, esta no debi  producirse, ni debe valorarse y,ó ó  

si esta no debi  producirse ni debe ser valorada, dif cilmente podr  eseó í á  

hecho fundar un reconocimiento, como ha ocurrido precisamente en el 

caso de autos, con lo cual se ha vulnerado la libertad personal de su 

defendido  y  la  garant a  del  debido  proceso  en  su  dimensi n  deí ó  

observancia a la legalidad de los actos del procedimiento.

En cuanto a la trascendencia de la infracci n, sostiene que eló  

tribunal a quo no pudo obviar  la  ilegalidad cometida en cuanto al 

origen mismo de esta causa, ello deriv  en la no valoraci n de unaó ó  

serie de testimonios y pericias sobre evidencias levantadas por provenir 

precisamente de dicha ilicitud, sin embargo, el tribunal neg  los efectosó  

de esta ilicitud al  supuesto reconocimiento efectuado por la  v ctimaí  

A.D.C.E.U, sin analizar el fondo de dicho reconocimiento, el cual está 

absoluta e ntimamente ligado con la detenci n del acusado, de formaí ó  

que de no haber existido la detenci n, este reconocimiento  tampocoó “ ”  

habr a existido,  í siendo ese testimonio gravitante para la atribuci n deó  

culpabilidad,  y  siendo  este  reconocimiento  el  nico  que  realiza  talú  

testigo,  no vi ndose corroborado por ninguna otra  diligencia en talé  

sentido, ni tampoco durante la audiencia de juicio oral.

Por su parte el recurso de Benito Trangol Galindo precisa que la 

sentencia da por establecido que la detenci n es producto de un actuaró  

ilegal de la polic a, que vulnera abiertamente el art culo 85 del C digoí í ó  

Procesal Penal y que linda con la detenci n por sospecha, todo lo cualó  

redunda  en  que  la  prueba  resultante  de  dicha  acci n  debe  seró  
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desestimada  por  ser  un  actuar  vulneratorio  de  garant así  

constitucionales, y que no puede obviarse la ilegalidad de la detenci nó  

de la cual derivan los otros antecedentes aportados por quienes acusan, 

que son consecuencias del nico indicio percibido por la polic a unú í –  

supuesto olor a gasolina- varias horas despu s del incendio, alejado delé  

sitio del suceso.

A  continuaci n,  sobre  la  valoraci n  de  prueba  que  es  frutoó ó  

directo de la detenci n ilegal, sostiene que no obstante la declaraci nó ó  

de ilegalidad de la detenci n y de toda la prueba derivada de ella, y lasó  

serias  dudas  que  merece  la  veracidad  de  las  supuestas  evidencias 

levantadas  de  los  imputados,  la  sentencia  que  condena  a  su 

representado,  sostiene  que  en  relaci n  al  primer  hecho  dado  poró  

establecido  el  incendio  intencional-,  su  representado  junto  a  otro–  

coimputado,  habr an  sido  reconocidos  por  testigos  v ctimasí í  

presenciales, cuya identidad desconoce absolutamente.

Se ala  que  la  sentencia  valora  positivamente  a  unñ  

reconocimiento fundado en im genes  que son el  fruto mismo de laá  

detenci n  que  el  tribunal  consider  ilegal,  agregando  que  eló ó  

reconocimiento efectuado en el  peri dico  del  d a once  de junio deó í  

2016, con fotos derivadas de la detenci n de los imputados, el testigoó  

de  identidad  reservada  AMCH  sindica  que  Benito  Trangol 

corresponder a al n mero 2; y al observar la imagen que conforme alí ú  

testimonio del detective a cargo del reconocimiento, Ren  Valenzuela yé  

el propio AMCH, corresponder a a Benito Trangol Galindo, se observaí  

que en realidad se trata de otra persona, un coimputado en esta causa, 

Ariel Trangol Galindo.

Argumenta  que  todo  lo  acontecido  con  posterioridad  a  la 

detenci n ilegal  de los acusados, est  contaminado precisamente poró á  

esta vulneraci n de Garant as Constitucionales al debido proceso; y aló í  

valorarse  positivamente,  dando pleno m rito  probatorio y fundar sué  

sentencia,  en  una  diligencia  emanada  de  los  antecedentes  de  la 
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detenci n, se desarroll  fuera del marco constitucional y legal, ya queó ó  

la prueba que resulta de dicho procedimiento, se torna il cita.í

En cuanto al perjuicio se ala que al  tratarse de im genes queñ á  

son fruto directo de  una actuaci n  declarada ilegal,  es  tambi n  unó é  

medio de prueba que debe ser desestimado como consecuencia de la 

doctrina de los frutos del rbol envenenado.á

SEGUNDO: Que  en  forma  subsidiaria  de  la  anterior,  las 

defensas de los acusados Pablo Iv n Trangol Galindo y Benito Trangolá  

Galido  invocan  la  contravenci n  sustancial  de  derechos  o  garant asó í  

aseguradas  por  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  o  por  losó í ú  

tratados  internacionales  ratificados  por  Chile  que  se  encuentren 

vigentes, en particular el debido proceso, en el sentido del derecho a 

ser  juzgado  por  un  juez  imparcial,  causal  que  la  Excma.  Corte 

Suprema por resoluci n de 5 de junio de 2018 ha se alado que lo queó ñ  

se reprocha por esta segunda  causal es el hecho de haberse impedido 

al defensor ejercer las facultades que la ley le otorga, lo que constituye 

m s bien un reclamo propio de la causal del art culo 374 letra c) delá í  

C digo Procesal  Penal,  y por la forma en que se valor  la  pruebaó ó  

rendida,  lo  que  se  relaciona  con  la  letra  e)  del  art culo  374  delí  

compendio normativo

Por  su  parte  en  estrados  las  defensa  de  los  acusados 

circunscribieron esta segunda infracci n alegada a la causal del art culoó í  

374 letra e),  en relaci n al  art culo 342 letra c)  y art culo 297 deló í í  

C digo Procesal Penal. ó

Se alan  que  la  imparcialidad  le  impide  al  tribunal  cualquierñ  

iniciativa probatoria y conforme a esta prohibici n la Corte Supremaó  

ha resuelto anular el juicio y la sentencia en aquellos casos en que el 

tribunal  se  ha  extralimitado  en  la  formulaci n  de  preguntasó  

aclaratorias.

Aseveran que la infracci n denunciada se encuentra presente enó  

distintas  partes  de  la  sentencia  impugnada  que  dicen  relaci n  conó  

diversas cuestiones abordadas por el tribunal a quo que lo llevan a dar 
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lugar a las pretensiones de los acusadores, por lo que se evidencia la 

sospecha  leg tima,  razonable  de  falta  de  imparcialidad  de  losí  

juzgadores al momento de dar por establecida la participaci n de losó  

acusados en los delitos acusados y al desestimar las argumentaciones de 

las defensas que constitu an la teor a del caso expuesta en juicio.í í

En cuanto al establecimiento de la participaci n de los acusadosó  

en los delitos imputados por los acusadores, sostienen que la sospecha 

leg tima de parcialidad en este aspecto, dice relaci n con la titularidadí ó  

que  los  sentenciadores  se  atribuyen  respecto  de  la  iniciativa  para 

producir prueba, excediendo la facultad establecida en el art culo 329í  

del  C digo  Procesal  Penal,  para  luego  valorar  lo  obtenido  de  estaó  

forma por el tribunal y concluir la participaci n de sus representadosó  

en los hechos, lo que conlleva a una p rdida de la posici n equidistanteé ó  

y alejada de los intereses de los intervinientes.

La defensa de  Pablo  Iv n Trangol Galindo sostiene que paraá  

arribar al convencimiento de la participaci n que le habr a cabido a suó í  

defendido, el tribunal valora la declaraci n otorgada en juicio por eló  

testigo con identidad protegida A.M.C.H, quien habr a supuestamenteí  

reconocido a Pablo Trangol  Galindo,  sin embargo,  del  tenor de su 

declaraci n se desprende al contrainterrogatorio de la defensa que aó  

quien l describe como Pablo Trangol lo sit a vestido con ropa militaré ú  

y en su cabeza vistiendo un gorro pasamonta as  cubierto,  que s loñ ó  

dejaba entrever sus ojos, por ello,  se le hab a preguntado al  testigoí  

c mo logra saber qui n era esa persona, se alando que fue nica yó é ñ ú  

exclusivamente  por  su  forma  de  hablar,  pero  a  las  preguntas 

aclaratorias  del  tribunal  el  testigo  agrega  la  informaci n  de  que,“ ” ó  

adem s,  lo  reconoce  por  sus  caracter sticas  f sicas,  sin  embargo,  alá í í  

momento de efectuarse dichas preguntas aclaratorias la defensa objeta 

al  tribunal,  al  preguntar  sobre una informaci n  que hab a quedadoó í  

absolutamente  clara  en  el  juicio,  excediendo  por  tanto  de  la 

aclaraci n  objeci n que s lo  obtiene como respuesta de parte del“ ó ” ó ó  

juez  presidente  que  no  se  puede  objetar  al  tribunal ,  dejando  en“ ”  
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definitiva  sin  resolver  expresamente  la  objeci n  planteada,  y  dandoó  

lugar a la continuaci n de las preguntas aclaratorias del tribunal, conó  

cuya respuesta se logra introducir esta nueva informaci n.ó

Explica que la referida informaci n obtenida del testigo productoó  

de  la  facultad  del  tribunal  de  realizar  preguntas  aclaratorias,  está 

expresamente expuesta y considerada en el fallo que se impugna, el 

que, al hacer una exposici n de lo depuesto por el testigo A.M.C.H, yó  

que se encuentra referida en el considerando s ptimo, lo que en sué  

opini n  vulnera  gravemente  la  imparcialidad  del  tribunal,  toda  vezó  

que,  para  acreditar  la  participaci n  de  su   representado  se  valoraó  

principalmente el testimonio de este testigo y de la testigo A.D.C.E.U.

Por su parte, la defensa de Benito Trangol Galindo se ala queñ  

prest  declaraci n como medio defensa durante el cuarto d a de juicioó ó í  

oral, y en dicha oportunidad el Juez Presidente del Tribunal Oral en lo 

Penal de Temuco, bajo la premisa de realizar preguntas aclaratorios, 

habr a  interrogando  en  t rminos  intimidantes  al  imputado,í é  

reproduciendo en su recurso las preguntas relativas a la distancia entre 

el punto en el que fue detenido y la iglesia que fue incendiada, sobre la 

existencia de caminos intermedios y sobre el tipo de ferias a las que se 

hab a referido el imputado en su declaraci n.í ó

A continuaci n,  las  defensas,  en  cuanto  a  la  vulneraci n  deló ó  

derecho  al  juez  imparcial  al  desestimar  las  argumentaciones  de  las 

defensas que constitu an la teor a del caso expuesta en juicio, planteaní í  

que  dentro  de  la  estructura  de  la  sentencia  condenatoria  que  se 

impugna,  los  sentenciadores,  inmediatamente  despu s  de  dar  poré  

acreditada la participaci n de sus representados, vienen a hacerse cargoó  

o  valorar  la  prueba  propia  rendidas  por  las  defensa,  quienes 

presentaron  en  estrados  una  teor a  alternativa  alegando  en  todoí  

momento  falta  de  participaci n  de  los  acusado  en  los  hechosó  

imputados,  valoraci n  que  realiza  el  tribunal  en  el  considerandoó  

vig simo, en el que adem s de omitir pronunciamiento alguno respectoé á  

de algunos peritos y testigos, se remite a desechar las alegaciones de las 
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defensas, particularmente de los nicos dos testigos que valor , lo queú ó  

hace  exteriorizando  opiniones  o  conocimientos  personales  que  no 

emanan  de  la  prueba  producida  e  incorporada  al  juicio  oral  por 

ninguno de los intervinientes, sino que lo llevan a adoptar una posici nó  

parcial frente al conflicto jur dico sometido a su conocimiento, en queí  

no se trata de una valoraci n de ning n medio de prueba, sino que seó ú  

trata de una apreciaci n personal, intr nseca, propia del fuero internoó í  

de los juzgadores  que los lleva a beneficiar la posici n procesal  deló  

Ministerio P blico, desechando parte relevante de la teor a del caso deú í  

la defensa, sancionando, tanto a los testigos de cargo, como al propio 

acusado por no haber declarado antes y hacerlo s lo en la etapa deó  

juicio,  estimado  que  el  tribunal  deslegitima  la  etapa  procesal  por 

excelencia en que se rinde prueba que es precisamente en el juicio oral, 

sino que adem s impone a cualquier acusado que tenga una teor aá í  

alternativa  de  los  hechos  y  que  niegue  participaci n,  el  deber  deó  

declarar durante el periodo de investigaci n y producir prueba ante eló  

ministerio p blico.ú

En cuanto al perjuicio en relaci n a esta infracci n argumentanó ó  

que  las  sospechas  leg timas  que  la  defensa  se ala  han  llevado  ení ñ  

definitiva  al  tribunal  a  valorar  informaci n  obtenida  por  ellosó  

excediendo las facultades que les otorgaba la ley al pretender aclarar 

puntos ya claros de la informaci n del testigo A.M.C.H, incorporandoó  

con ello  informaci n  que no hab a  sido  obtenida  por  el  ministerioó í  

p blico en su interrogatorio directo, subsidiando con ello el rol del enteú  

persecutor  y  los  querellantes,  lo  que  se  tradujo  en  una  falta  de 

imparcialidad  que  es  trascendente  toda  vez  que  la  valoraci n  deló  

testimonio de A.M.C.H ha sido gravitante en la decisi n de condena,ó  

como consta de lo resolutivo del fallo y, adem s, existir an etapas delá í  

razonamiento judicial en el cual se denotar a con claridad la perdidaí  

de  la  posici n  equidistante  y  desinteresada  del  conflicto,  que  seó  

traducen en el rechazo a la posici n de la defensa, desestimando lasó  
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argumentaciones que justificaban su pretensi n de absoluci n basandoó ó  

parte de ellas en las apreciaciones personales y subjetivas. 

TERCERO:  Que  en  forma  subsidiaria  a  las  causales 

anteriores, las defensas de ambos acusados invocan la causal de nulidad 

prevista en el art culo 374 letra c) del C digo Procesal Penal, esto esí ó  

cuando, al defensor se le hubiere impedido ejercer las facultades que“  

la ley le otorga”

Plantean que la sentencia recurrida ha incurrido en el vicio del 

art culo 374 letra c) del C digo Procesal Penal, que al efecto se alaí ó ñ  

Motivos absolutos de nulidad. El juicio y la sentencia ser n siempre“ á  

anulados: ... c) Cuando, al defensor se le hubiere impedido ejercer las“  

facultades que la ley le otorga .”

Fundamentan esta causal en la infracci n al derecho a defensaó  

t cnica por uso de testigos secretos. é

Se alan que el  art culo 19 N  3 inciso 2  de la Constituci nñ í º º ó  

Pol tica de la Rep blica se ala que: Toda persona tiene derecho aí ú ñ “  

defensa jur dica en la forma que la ley se ale y ninguna autoridad oí ñ  

individuo podr  impedir, restringir o perturbar la debida intervenci ná ó  

del letrado si hubiere sido requerida.”

Explican que los pactos internacionales consagran el derecho a 

defensa como un requisito del debido proceso; se alando que tanto lañ “  

Declaraci n  Universal  de Derechos Humanos (art culo 10),  como laó í  

Declaraci n  Americana  de  los  Derechos  y  Deberes  del  Hombreó  

(art culo   XXVI),  y asimismo el  Pacto de San Jos  de Costa Ricaí é  

(art culo  8 ,  ap.1)  y  el  Pacto  Internacional  de  Derechos  Civiles  yí °  

Pol ticos (art culo 14 ap.1), establece que toda persona tiene derecho aí í “  

ser o da , se incluye como uno de los aspectos b sicos del derecho aí ” á  

defensa el controvertir la prueba de cargo, producci n de la prueba yó  

que  se  traduce  en  la  participaci n  de  la  defensa  t cnica  en  laó é  

producci n de la prueba y desarrollo de la prueba de cargo que seó  

invocan en el juicio oral.
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Manifiestan que esta garant a consagra la participaci n activa deí ó  

la  defensa  t cnica  en  la  producci n  de  la  prueba  deducida  en  uné ó  

proceso penal y materializa los principios b sicos de nuestro C digoá ó  

Procesal Penal tales como el principio de inmediaci n, el principio deó  

contrariedad, juicio oral y p blico entre otros.  ú

Sostienen  que  como  primer  aspecto,  que  esta  facultad  de  la 

defensa t cnica tiene como objetivo conocer en su plenitud la pieza deé  

cargo por la cual el tribunal puede condenar o absolver al imputado, y 

adem s someter a esta pieza de cargo a lo que se denomina como testá  

de  calidad,  esto  es,  que  se  someta  al  contrainterrogatorio  del 

interviniente que no present  la prueba para demostrar la credibilidadó  

de la misma, la imparcialidad o idoneidad ( Art culo 309 del C digoí ó  

Procesal Penal) todo lo cual materializa los principios antes enunciados, 

lo que se aviene con un modelo de juicio oral de car cter adversarial,á  

en el cual las partes deben aportar las pruebas y desacreditar a los 

testigos y peritos de la contraria mediante el contraexamen, en el que 

deben existir mecanismos que permitan al interviniente que examina al 

testigo  impugnar  su  credibilidad,  ya  sea  por  alg n  tipo  de  inter sú é  

(familiar,  venganza,  ventajas  procesales)  en  su  declaraci n  oó  

simplemente por su falta de conocimiento o idoneidad en los hechos 

que declara (polic as,  con procedimientos policiales  deficientes),  y deí  

esa forma se estar  protegiendo que la convicci n que el Tribunal seá ó  

forma, no sea sobre la base de una prueba falsa, errada o insuficiente.

Afirman que respecto al secreto de la identidad de los testigos, 

en la historia del C digo Procesal Penal se discuti  la posibilidad deó ó  

establecer  el  secreto  de  la  identidad  para  los  testigos  lo  cual  fue 

rechazado. 

En cuanto a  la  ley  18.314  asevera  que bajo  su  consagraci nó  

anterior a la modificaci n sufrida el a o 2002 a trav s de las llamadasó ñ é  

Leyes Adecuatorias ,  no consagra el uso de testigos con reserva de“ ”  

identidad  en  la  etapa  de  juicio  oral,  al  momento  de  discutirse  las 

modificaciones introducidas por la ley 20.467 desde el mensaje de esta 
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ley  sostiene que parece  entenderse  que s  proceden los  testigos  coní  

reserva  de  identidad  en  la  etapa  de  juicio  oral  y  de  ser  as  y  deí  

aceptarse  la  existencia  de  los  testigos  secretos  o  protegidos  en  la 

audiencia  de  juico  oral,  los  requisitos  para  admitir  los  testigos  con 

reserva de identidad  durante el juicio oral ser an que el testigo sufrieraí  

grave  riesgo  de  conocerse  su  identidad  y  asevera  que  en  estos 

antecedentes  el  Ministerio  P blico  jam s  pudo justificarse  ese  graveú á  

riesgo.

Respecto  de  los  testigos  secretos  en  el  presente  juicio  oral, 

se alan que losñ  testigos ofrecidos en el Auto de apertura como prueba 

del Ministerio P blico y de la Intendencia Regional de la Araucan a yú í  

que depusieron enjuicio oral fueron B.A.N.E., G.S.Q.E., A.D.C.E.U., 

A.M.C.H.,  C.B.C.H.  declaraciones  que  los  sentenciadores  valoraron 

positivamente,  y  con  trascendencia,  las  que  los  llev  a  formaró  

convicci n sobre la existencia del hecho il cito y de la participaci n deó í ó  

los acusados en los hechos atribuidos.

Sostienen que del considerando d cimo sexto se desprende queé  

no  s lo  fueron  valorados  positivamente,  sino  que  constituyen  laó  

principal prueba, siendo los otros testimonios y probanzas considerados 

como testigos externos, que validan los dichos de los testigos principales 

y la pericial, como prueba que al mismo tiempo ratifica la ocurrencia 

del suceso y, asimismo, tambi n fueron prueba esencial para estableceré  

la participaci n.ó

Manifiestan  que  estos  testigos  declararon  sin  que  se  tuviera 

ning n conocimiento de las identidades de los mismos por parte de lasú  

defensas, como consta en el respectivo auto de apertura de juicio oral, 

sin  poder  contravenir  su  credibilidad,  dado  que  las  defensas 

desconoc an la identidad de las personas que se transformaron en laí  

piedra  angular  para  que  el  tribunal  de  fondo  pudiese  dar  por 

establecido  el  hecho  punible  y  la  participaci n  de  su  representado,ó  

considerando  especialmente  que  para  fundar  su  participaci n  eló  

tribunal solo se bas  en estos testimonios para condenar, dado que lasó  
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restantes  pruebas  que se  ofrecieron por el  Ministerio  P blico (entreú  

ellas  evidencia  material,  pericias  qu micas,  gen ticas,  entre  otras)  alí é  

haber  reconocido  infracci n  de  garant as  el  Tribunal  Oral  en  laó í  

detenci n de los acusados fue descartada, solo subsistiendo en el casoó  

de  la  participaci n  nica  y  exclusivamente  los  testimonios  deó ú  

A.D.C.E.U y A.M.C.H.

Se ala que la defensa solicit  oportunamente la correcci n de lañ ó ó  

individualizaci n de los testigos en los t rminos expuestos, como vicioó é  

formal  en  la  audiencia  de  preparaci n  de  juicio  oral  a  fin  que  seó  

entregaran  las  identidades  de  dichos  testigos  a  efecto  de  dar 

cumplimiento al art culo 259 letra f) del C digo Procesal Penal, pese aí ó  

lo cual el tribunal resolvi  mantener la reserva en la identidad de losó  

testigos mencionados, lo que deriv  a que en Juicio Oral la defensaó  

viese afectado su derecho a contrainterrogar, dado que desconoc a laí  

identidad de las personas que declararon con iniciales y con ello se vio 

privado de la facultad de desacreditar dichos testimonios en relaci n aó  

su imparcialidad como prueba de cargo.

En cuanto al perjuicio relacionado con esta causal se ala que porñ  

un lado, los testigos declararon en juicio y, por otro lado, al haberse 

valorado  declaraciones  en  juicio  oral  de  testigos  que  solamente  la 

defensa conoc a sus iniciales, desconociendo la identidad de los mismos,í  

limit ndose  la  posibilidad  de  la  defensa  a  ejercer  uná  

contrainterrogatorio  que  restringi  gravemente  el  derecho  aó  

controvertir  la  prueba  de  cargo,  elemento  esencial  del  derecho  a 

defensa, y adicionalmente la referida prueba se transform  en pruebaó  

basal para dar por establecido el hecho punible y la participaci n.ó

CUARTO:  Que  en  subsidio  de  los  motivos  anteriores,  las 

mismas  defensas  sustentan sus  recursos  en la  causal  de nulidad del 

art culo 374 letra e), en relaci n al art culo 342 letra c) del C digoí ó í ó  

Procesal Penal.

Explican que la norma prevista en el art culo 342 letra c) delí  

C digo Procesal Penal, le impone al tribunal, bajo pena de nulidad,ó  
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indicar  los  hechos  que  se  dieron  por  probados  y  que  fundan  el 

dictamen condenatorio, exponiendo de manera completa, l gica y claraó  

las  conclusiones  que  se  tuvieron  por  acreditadas.  Es  decir,  la 

motivaci n de la sentencia condenatoria impone al tribunal indicar losó  

medios de prueba, acto seguido valorarlos de acuerdo a los principios 

de  la  l gica,  las  m ximas  de  la  experiencia  y  los  conocimientosó á  

cient ficamente afianzados y, por ltimo, se alar la conclusi n de laí ú ñ ó  

valoraci n,  esto  es,  los  hechos  o circunstancias  que se  tuvieron poró  

probados. 

Plantean que el tribunal debe hacerse cargo del medio de prueba 

indicando las razones para preferirlo o darle preeminencia.

Manifiestan que en la valoraci n de la prueba, no basta que eló  

tribunal a quo indique o consigne el contenido del medio de prueba, 

debe  adem s  indicar  las  razones  por  las  cuales  prefiri  o  dioá ó  

preeminencia  a  determinado  medio  prueba,  sea  de  cargo  o  de 

descargo, como lo ha resuelto la Excma. Corte Suprema, indicando 

que  los  jueces,  en  relaci n  con los  medios  de  prueba,  deben  ( )ó “ …  

razonar conforme a las normas de la dial ctica a fin de evidenciar lasé  

motivaciones que se han tenido en cuenta para preferir uno del otro o 

para darle preeminencia o resultan coincidentes, de modo que de dicho 

an lisis fluya la constancia de c mo hicieron uso de la libertad paraá ó  

apreciarla y llegaron a dar por acreditado los hechos y circunstancias 

que  ser n  inamovibles  posteriormente ,  Agrega  el  m ximo tribunal,á ” á  

que el tribunal a quo debe hacerse cargo de toda la prueba, de lo 

contrario se impide conocer los motivos que puedan haber llevado al“  

tribunal a valorarla en uno u otro sentido, as  como su trascendenciaí  

( ) ,  d modo que el tribunal, deber  se alar en el fallo porqu  ha… ” á ñ é  

preferido  un  determinado  medio  de  prueba  para  sostener  las 

conclusiones f cticas en que apoya la condena, indicando precisamenteá  

porqu  prefiere un medio sobre otro.é

En cuanto a la forma en que la sentencia omite el requisito de la 

letra c) del art culo 342 del C digo Procesal Penal en el presente caso,í ó  
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afirman  que  el  tribunal  no  realiz  una  exposici n  clara,  l gica  yó ó ó  

completa  de los  elementos  probatorios  aportados  por las  fuentes  de 

prueba de descargo, al  tenor de lo dispuesto en el art culo 297 delí  

C digo Procesal  Penal,  porque no se hizo cargo de la  informaci nó ó  

aportada por testigos  y peritos  presentados por la  defensa en juicio 

oral, siendo que ellos aportaron antecedentes de suyo importante para 

la teor a de falta de participaci n que enarbol  la defensa en juicio. í ó ó

Aseveran que  el  tribunal  a quo no realiz  una valoraci n  deó ó  

diversos medios de prueba ofrecidos por la defensa que acreditaban su 

teor a del caso, planteando que í en el marco del proceso de valoraci nó  

de la prueba, debe realizar una valoraci n individual de cada medio deó  

prueba ofrecido por la defensa, que consiste en aquella apreciaci n queó  

hace el juez de cada elemento de prueba, atribuy ndole un valor ené  

relaci n al grado de confirmaci n que tiene en relaci n a la hip tesisó ó ó ó  

probatoria, se al ndose el criterio racional de inferencia que se utilizañ á  

para otorgarle un valor a la prueba rendida.

Sostienen que  diversa prueba de la defensa, que fue ofrecida y 

rendida  no fue  valorada  de  la  forma se alada,  haci ndose  solo  unñ é  

parafraseo  en relaci n  a  lo  vertido en juicio,  ya  sea  por testigos  oó  

peritos sin realizar un examen individual de cada medio de prueba, en 

los t rminos que exige la ley, ni menos una valoraci n conjuntan de losé ó  

medios de prueba incorporados por la defensa, se alando que huboñ  

testigos y peritos cuya prueba se rindi  en juicio oral y que no fueronó  

objeto de valoraci n alguna.ó

As  refiere  el  recurso  de  la  defensa  del  acusado  Pablo  Iv ní á  

Trangol Galindo que con el n mero 1 de la prueba pericial que ofreciú ó 

como consta en el Auto de apertura, al perito se or Edgardo Lienlafñ  

Nahuel ir, quien declar  en juicio, como se refleja en el considerandoñ ó  

Duod cimo  de  la  sentencia  impugnada,  el  cual  hace  alusi n  a  laé ó  

prueba  presentada  a  estrados  por  la  defensa,  sin  que  el  Tribunal 

hubiese realizado ninguna valoraci n de la prueba pericial rendida poró  

la defensa. 
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A continuaci n menciona la declaraci n del Perito Paulo Castroó ó  

Neira, medio de prueba corresponde a la signada con el n mero 2 deú  

su prueba pericial ofrecida, quien declar  en juicio, tal como consta enó  

el considerando duod cimo de la sentencia, afirmando que el tribunalé  

no realiz  ninguna valoraci n de esa prueba pericial rendida.ó ó

En  tercer  lugar  menciona  la  declaraci n  del  testigo  Josó é 

Heriberto  Catrileo  Catrill n,  que  corresponde  a  la  signada  con  elá  

n mero 1 de la prueba testimonial  del acusado Pablo Iv n Trangolú á  

Galindo, quien habiendo declarado en el juicio, tal como consta en el 

considerando duod cimo del fallo recurrido, soste que el tribunal noé  

valor  esa prueba testimonial.ó

 Luego,  ambos  recursos  aluden  a  la  declaraci n  del  testigoó  

Marco Rabanal Toro, que corresponde a la signada con el n mero 5ú  

de la prueba testimonial del acusado Pablo Iv n Trangol Galindo yá  

se alada  con  el  n mero  13  de  la   prueba  testimonial  del  acusadoñ ú  

Benito Rub n Trangol Galindo, quien declar  en juicio, como constaé ó  

en el considerando duod cimo del fallo recurrido, sosteniendo que elé  

tribunal no valor  esa prueba.ó

A continuaci n  el  recurso  de  Benito  Rub n  Trangol  Galindoó é  

alude al testimonio del testigo Manuel Vergara Lazen, que corresponde 

a la signada con el n mero 10 de su prueba testimonial, quien declarú ó 

en juicio, tal como consta en el considerando d cimo cuarto del falloé  

recurrido, sosteniendo que el tribunal no valor  ese testimonio. ó

Finalmente, el recurso de Benito Trangol Galindo menciona la 

declaraci n de la testigo Sonia Vergara Lazen, quien declar  en juicio,ó ó  

tal como consta en el considerando d cimo cuarto del fallo recurrido,é  

sosteniendo que el tribunal no valor  esa declaraci n. ó ó

Sostienen que esas pruebas de descargo s lo fueron descritas enó  

el  fallo,  pero  no  valoradas,  como  se  aprecia  en  el  considerando 

vig simo de la sentencia en el que se hace la valoraci n de la pruebaé ó  

de sus representados.
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Agrega el recurso de Benito Trangol Galindo que la sentencia no 

valora la informaci n obtenida mediante contrainterrogatorios de lasó  

defensas que acreditaban su teor a del caso, en la declaraci n de losí ó  

peritos Gonzalo L pez Leal y Juan Vega Norambuena.ó

En cuanto a la trascendencia de la infracci n, se alan que aunó ñ  

cuando el perjuicio debe presumirse en un motivo absoluto de nulidad, 

la omisi n en la sentencia de la valoraci n de los medios de pruebaó ó  

habr an resultado decisivos para condenar a sus representados, al noí  

considerarse diversas afirmaciones y conclusiones y que eran la piedra 

angular  de  la  teor a  de  sus  defensas  en  juicio,  la  cual  apuntabaí  

directamente  a  la  falta  de  participaci n  de  sus  representado en  losó  

hechos por los cuales fueron condenados.

QUINTO:  Que,  solo  en  el  caso  de  la  defensa  de  Benito 

Trangol  Galindo  su  recurso  se  funda  en  una  siguiente  causal 

subsidiaria, invocando nuevamente la causal contenida en el art culoí  

374 letra e) del C digo Procesal Penal, toda vez que se habr a omitidoó í  

el requisito previsto en el art culo 342 letra c) del mismo cuerpo legal,í  

en relaci n con lo dispuesto en el art. 297 del mismo c digo.ó ó

Fundamenta  esta  causal  se alando  que  el  art culo  297  delñ í  

C digo Procesal Penal dispone que los tribunales apreciaran la pruebaó  

con libertad, pero no podr n contradecir los principios de la l gica, lasá ó  

m ximas  de  la  experiencia  y  los  conocimientos  cient ficamenteá í  

afianzados.

Explica que los principios cl sicos de la l gica son el principio deá ó  

no contradicci n, el principio de tercero excluido, el principio de raz nó ó  

suficiente y el principio de identidad.

Afirma que el tribunal no realiz  una exposici n clara, l gica yó ó ó  

completa  de los  elementos  probatorios  aportados  por las  fuentes  de 

prueba de cargo, al tenor de lo dispuesto en el art culo 297 del C digoí ó  

Procesal  Penal,  ya  sea  porque  valor  el  reconocimiento  de  otroó  

coimputado para establecer la participaci n de su representado en losó  

hechos  materia  de  la  acusaci n  fiscal;  o  porque  valor  eló ó  
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reconocimiento efectuado por este testigo, el cual es contradictorio con 

lo realmente acaecido.

Sostiene que ese testimonio del testigo con reserva de identidad 

que declara haber reconocido supuestamente a Benito Trangol al verlo 

expuesto en los medios de comunicaci n como detenido precisamenteó  

por estos mismos hechos, es el nico antecedente que funda el falloú  

condenatorio, por lo que provoca un evidente perjuicio a esta parte, 

seg n aparece de su simple lecturaú

Afirma que la dificultad de la causal configurada se expresa en 

que por un lado,  al  valorar  un reconocimiento cuya fuente son las 

im genes  de  la  detenci n  ilegal,  la  sentencia  viola  las  garant asá ó í  

fundamentales  ya citadas y debe ser anulada,  sin embargo,  si  en la 

misma diligencia de reconocimiento realizado con frutos directos de un 

procedimiento de detenci n ilegal, aparece acreditado en juicio que laó  

persona reconocida como Benito Trangol es en realidad otra persona, 

un coimputado que fue absuelto,  ese elemento s  puede y debe serí  

considerado como un elemento suficiente para fundar la absoluci n deló  

imputado;  ello  no  s lo  en  virtud  del  fin  que  miran  las  garant asó í  

jur dicas  y  de  la  interpretaci n  teleol gica  que  demandan,  sinoí ó ó  

tambi n, porque as  lo imponen los principios generales del derechoé í  

como la  libertad,  la  presunci n  de  inocencia,  el  debido proceso,  eló  

principio in dubio pro reo y el  principio de humanidad,  que en el 

Estado Constitucional y Democr tico de Derecho, debe necesariamenteá  

inspirar  al  derecho penal  y a quienes  hacen parte de su puesta en 

marcha.

Sostiene que con ocasi n de la exhibici n y reconocimiento conó ó  

ocasi n  de  la  exhibici n  y  reconocimiento  de  dicha  imagen,  seó ó  

encuentra  acreditado  que  existe  un  error  manifiesto  en  cuanto  al 

se alamiento de la persona de Benito Trangol, este punto cobra mayorñ  

relevancia,  puesto  que  la  persona  efectivamente  reconocida  en  la 

diligencia, no ser a Benito Trangol Galindo.í
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Agrega que conforme al  fallo  recurrido,  la  nica  prueba  queú  

justificar a  la  participaci n  de  su  representado  en  el  incendio  es  elí ó  

reconocimiento que le efectu  el testigo A.M.C.H; y considerando queó  

la  persona  supuestamente  reconocida  como  Benito  Trangol 

corresponde en realidad otro coimputado que fue declarado absuelto, 

aparece  evidente  que  a  su  representado  no  debi  imponerse  penaó  

alguna.

Se ala que si bien en la sentencia se da un tratamiento conjuntoñ  

en relaci n al establecimiento de la participaci n de Pablo y Benitoó ó  

Trangol, es del caso se alar que en juicio qued  patente que solo elñ ó  

testigo  protegido  A.M.C.H.  refirieron  haber  reconocido  a  Benito 

Trangol Galindo, como uno de los encapuchados que habr a ingresadoí  

a la Iglesia del Se or de Padre Las Casas y que habr a causado elñ í  

incendio de la misma; y es por lo anterior y considerando que solo 

dicho reconocimiento constituye la piedra angular en la cual descansa 

la participaci n de su representado, dada la no valoraci n por parte deló ó  

tribunal  de  las  restantes  pruebas  al  haber  reconocido infracci n  deó  

garant as  en  la  detenci n  de  los  mismos,  es  menester  analizar  loí ó  

referido por los testigos protegidos mencionados a fin de dejar patente 

la  configuraci n  de  la  infracci n  al  principio  l gico  de  noó ó ó  

contradicci n, el que habr a resultado infringido.ó í

SEXTO:  Finalmente, ambas recursos hacen valer una ltimaú  

causal  de nulidad subsidiaria  de todas las  anteriores,  cual  es  la  del 

art culo 373 letra b)  del  C digo Procesal  Penal,  por considerar queí ó  

conforme a la prueba rendida y hechos acreditados en juicio, la figura 

que en derecho correspond a aplicar era la del art culo 477 N  1 delí í º  

C digo Penal.ó

Fundamentan esta causal  sosteniendo, en primer lugar,  que el 

incendio se consum  con posterioridad a la expulsi n de las personasó ó  

del interior del inmueble y que tipo penal del art culo 475 N  1, seí º  

torna aplicable cuando el incendio se ha producido en lugar habitado“ ” 

o  bien,  en el  que actualmente  hubiere  una o m s  persona ,  pero“ á ”  
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siempre que se haya podido prever tal circunstancia, agregando que en 

relaci n al concepto de lugar habitado  y extendiendo al  delito deó “ ”  

incendio las  explicaciones que se han dado en relaci n al  delito deó  

robo en lugar habitado , parece meridianamente claro que al tratarse“ ”  

de  una  Iglesia,  siguiendo  la  doctrina  mayoritaria  al  efecto,  no  se 

tratar a  entonces  de  un  lugar  habitado ,  citando  al  efecto  a  losí “ ”  

profesores Matus, Politoff y Ram rez.í

Seguidamente,  en  relaci n  a  la  frase  ó “en  que  actualmente 

hubiere  una  o  m s  personas  á ” del  tipo  penal,  sostienen  que  debe 

analizarse  en  cuanto  a  qu  significa  la  palabra  actualmente  y  elé “ ”  

Diccionario de la Real Academia de la Lengua Espa ola, reconoce dosñ  

acepciones al t rmino: 1. adv. En el tiempo actual (  presente), y 2.é ‖  

adv. Fil. Real y verdaderamente, con actual ser y ejercicio, estimando 

que dicha palabra est  referida al  momento en que se  consuma elá  

delito  de  incendio,  lo  cual,  conforme a  la  doctrina  mayoritaria,  se 

entiende que se verifica al momento en que ste adquiere un car cteré á  

ingobernable,  por  lo  que  considera  que  si  se  consuma  cuando  las 

personas  ya  han  sido  expulsadas  del  inmueble  el  tipo  penal  que 

corresponde aplicar es el contemplado en el art culo 477 N  1.í º

En segundo lugar, sustenta el error de derecho en la ausencia de 

elementos del tipo penal por el que se sanciona, puesto que  conforme 

a los horarios de funcionamiento del templo, lo previsible  era que en“ ”  

ese momento no hubiera personas en su interior.

Plante que otro elemento importante en la determinaci n de laó  

aplicaci n del tipo penal previsto en el art culo 475 N  1 del C digoó í º ó  

Penal,  es  que  las  personas  hayan  podido  prever  la  presencia  de 

personas  en  el  interior  del  templo,  aludiendo  a  un  fotograf a  delí  

Informe  Pericial  fotogr fico  n  296,  en  el  se  aprecia  que  el  cartelá º  

ubicado en el frontis de la Iglesia siniestrada, que indica como horario 

de inicio de la reuni n de los d as jueves, las 19:30 horas, los testigosó í  

que durante el juicio indicaron que la duraci n del culto sol a ser deó í  

una hora, y la testigo v ctima ADCEU, depuso en estrado que el cultoí  
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suele durar una hora, y comenzar a las 08:00 aunque la hora de inicio 

es a las 19:30, siendo la hora de inicio del incendio las 21:15 horas.

En  tercer  lugar,  invoca  la  falta  de  antijuridicidad  material, 

se alando  que  no  existi  riesgo  para  las  personas,  cual  es  el  bienñ ó  

jur dico cuya afectaci n justifica la punici n m s elevada del art culoí ó ó á í  

475 n  1 del C digo Penal y considerando su car cter pluriofensivo.º ó á

Afirma que en este caso no existi  riesgo para la integridad deó  

las personas, puesto que las personas que hicieron ingreso a la iglesia 

entraron gritando Salgan Salgan! ,  desplegando conductas positivas“¡ ”  

para  evitar  la  lesi n  de  cualquier  bien  jur dico  que  no  fuera  laó í  

propiedad.

Seguidamente plantea la ausencia del dolo espec fico del tipo yaí  

que la voluntad final de los autores siempre estuvo dirigida a afectar 

exclusivamente  la  propiedad,  desplegando  conductas  positivas  para 

evitar la puesta en peligro del bien jur dico vida e integridad de lasí  

personas, siendo necesario que los supuestos autores tuvieran un dolo 

espec fico para el tipo penal y no uno gen rico.í é

Finalmente,  aluden  a  la  afectaci n  del  principio  deó  

proporcionalidad  de  la  pena  porque  la  aplicaci n  de  la  pena  deló  

art culo 475 N  1 resulta desproporcionada al caso concreto, se alandoí º ñ  

que las conductas positivas desplegadas por los atacantes para evitar 

lesionar otros bienes jur dicos que no fueran la propiedad, no pareceí  

proporcional  aplicar  la  misma pena que corresponder a a quien noí  

despliega ninguna conducta en tal sentido.

En cuanto a la influencia sustancial en lo dispositivo del fallo de 

esta causal se ala que al haberse calificado los hechos como un delitoñ  

de incendio, previsto y sancionado en el art 475 n mero 1 del c digoú ó  

penal, sin que concurran todos las exigencias del tipo penal, el fallo 

impugnado ha incurrido, en esa parte, en una err nea aplicaci n deó ó  

ley que ha tenido una influencia sustancial en lo dispositivo del fallo, 

por cuanto en virtud de la referida errada calificaci n jur dica se haó í  
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aplicado  a  los  acusados  una  sanci n  mayor  que  la  que  legalmenteó  

correspond a.í

S PTIMO:  É Que del an lisis de la primera causal de nulidadá  

que se contempla en ambos recursos, se puede advertir que sta giraé  

sobre la valoraci n que se habr a efectuado de im genes y fotograf asó í á í  

de los acusados difundidas por medios de comunicaci n y que habr anó í  

sido obtenidas cuando se encontraban detenidos como consecuencia de 

una diligencia policial que el propio tribunal de juicio oral consideró 

il cita, de manera que tambi n debi  de haberse extendido esa ilicitudí é ó  

a  esos  medios  de  prueba  que deber an  haber  sido  excluidos  de  laí  

valoraci n en raz n de la teor a de los frutos del rbol envenenado.ó ó í á

Que las defensas circunscribieron este reproche a la causal del 

art culo 374 letra e) en relaci n al art culo 342 letra c) del art culo 342í ó í í  

del C digo Procesal Penal, sustent ndolo en la infracci n al principioó á ó  

l gico de la no contradicci n.ó ó

OCTAVO: Que el considerando d cimo quinto de la sentenciaé  

recurrida  claramente  determina  los  efectos  de  la  diligencia  policial 

efectuada con vulneraci n  ó del art culo 85 del C digo Procesal Penalí ó , 

se alando que el resultante probatorio de esa acci n ilegitima debe serñ ó  

desestimado.

Sin  embargo,  ese  efecto  claramente  no  es  alcanzado  con  lo 

acontecido horas antes y en un lugar distinto, puesto que tal como se 

se ala en el considerando d cimo sexto del fallo, la participaci n de losñ é ó  

acusados result  establecido m s all  de toda duda razonable, con losó á á  

testimonios  de las  mismas  v ctimas y testigos  directos  A.D.C.E..U yí  

A.M.CH,  en  donde  el  tribunal  razon  en  el  considerando  d cimoó é  

noveno que acusados eran conocidos de las v ctimas, que de maneraí  

previa se les identificaba por los rostros y actividades, en particular una 

de las  victimas lo reconoce desde el colegio y otra en unos trabajo 

realizado en el norte del pa s, versiones que se sostienen a su vez coní  

los documentos 62, 63 y 64 del  auto de apertura presentados por los 

acusadores,  y  tra dos  al  debate  con  los  dichos  de  una  testigo  queí  
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policialmente y por instrucciones investigando la afectividad de tales 

conocimiento previos los confirma, haciendo referencia puntual a los 

libros de registro escolar del colegio NIELOL CHE KIMUN donde los 

testigos iniciales A.M.C.H, A.D.C.E.U. y CBCH coincidieron dentro 

del establecimiento con los acusados, similar situaci n, respecto de lasó  

n minas  de  trabajadores  de  la  Empresa  Agr cola  Manuel  C ceres,ó í á  

donde los testigos AMCH, C.B.C.H coinciden trabajando juntos en el 

los  meses  de  Febrero  y  Marzo  del  a o  2006;  v ctima  y  testigosñ í  

A.M.C.H.  que  adem s  en  su  momento  afirma  y  reitera  haberloá  

reconocido mientras se encontraban en el templo, lo anterior resulta así 

unido al razonable conocimiento directo que se tienen testigos v ctimasí  

y acusados, asociativamente vinculados adem s por la misma etnia y elá  

mismo sector de las comunidades, no observ ndose por otra parte ená  

los testimonios de cargo, ni acredit ndose tampoco una intencionalidadá  

aviesa  para  incriminarles  en  lo  que  de  manera  directa  ante  los 

sentenciadores declararon y fueron aclarando dentro de la controversia.

De lo anterior se colige, que no es una diligencia derivada de 

una actuaci n il cita la que permite determinar la participaci n de losó í ó  

acusado.

Asimismo,  habi ndose  reconducido  la  causal  inicialmenteé  

interpuesta a  la del art culo 374 letra e) en relaci n al art culo 342í ó í  

letra  c)  del  C digo  Procesal  Penal,  no  se  advierte  la  infracci n  aló ó  

principio de no contradicci n invocado en estrados, m s a n cuandoó á ú  

ese principio est  vinculado a lo coherencia interna que debe tener laá  

sentencia, de manara que tenga conclusiones contradictorias unas con 

otros,  y no a la inexistencia de contradicciones entre diversos medios 

de prueba.

NOVENO: Que, en consecuencia, no concurriendo el primer 

vicio  de  nulidad  denunciado  por  los  recurrentes,  esta  causal  será 

desestimada.

D CIMOÉ :  Que  en  cuanto  a  la  primera  causal  subsidiaria, 

se alada en ambos recursos, en donde el reproche, por una parte, suñ  
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sustenta en que el tribunal carecer a de imparcialidad por excederse deí  

sus facultades al efectuar preguntas aclaratorias y, adem s, por haberá  

desestimado la prueba presentado por sta,  al  cuestionar que no seé  

hubiese presentado declaraci n  alguna en tal sentido durante la etapaó  

de investigaci n y s lo se esperase la llegada el juicio oral para aportaró ó  

esos antecedentes.

En  cuanto  a  la  primera  parte  del  reproche,  analizadas  la 

preguntas aclaratorias efectuadas por el tribunal, a juicio de esta Corte 

estas se ajustan a las facultades que entrega el art culo 329 del C digoí ó  

Procesal Penal a sus miembros con la finalidad de aclarar los dichos de 

los testigos o peritos, puesto que estaban referidas a detallar la manera 

en que procedi  a identificar a uno de los acusados, en uno de losó  

casos, y en el otro, a precisar distancias y a indicar la existencia de 

caminos secundarios.

En lo referente a la segunda parte del  reproche,  tal  como se 

observa de lo expresado por los sentenciadores, la decisi n de no darleó  

valor  a  esa prueba no fue nicamente por  la  circunstancia que noú  

declararan antes, lo que si bien es indicado como un argumento de 

refuerzo, lo  determinante fue el v nculo familiar y de amistad, unido aí  

la consistencia interna muy d bil de sus declaraciones. En tal sentido,é  

no se desprende de la argumentaci n dada por el tribunal que bajoó  

ninguna circunstancia no pueda se valorar el testimonio prestado en 

juicio  y  que  no  haya  rendido  previamente  durante  la  etapa  de 

investigaci n,  pero que en este  caso dadas  las  dem s  circunstanciasó á  

concomitantes  hicieron  que  se  desestimaran  dichos  testimonios, 

expresando el  tribunal  las  razones  que  tuvo para  ello,  tal  como lo 

ordena el inciso segundo del art culo 297 del C digo Procesal Penal.í ó

En  todo  caso,  tampoco  se  advierte  la  forma  en  que  esa 

argumentaci n pudiese vulnerar los principios de la l gica, las m ximasó ó á  

de la experiencia y los conocimientos cient ficamente afianzados, por loí  

que tambi n se proceder  a desestimar esta segunda causal de nulidad.é á
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UND CIMOÉ : Que la tercera causal en la que se sustentan los 

recursos de nulidad deducidos, esto es, aquella prevista en el art culoí  

374 letra c), del C digo Procesal Penal, esto es ó “cuando, al defensor se 

le hubiere impedido ejercer las facultades que la ley le otorga” giran en 

torno a la aceptaci n y posterior valoraci n en el juicio oral de losó ó  

relatos de los  testigos que no fueron identificados con sus nombres, 

sino  que  s lo  con  las  iniciales  B.A.N.E.,  G.S.Q.E.,  A.D.C.E.U.,ó  

A.M.C.H.,  C.B.C.H.  y  que  por  ello  son  calificados  con  testigos“  

secretos  por  los  recurrentes,  lo  cual  les  habr a  privado  de  la” í  

posibilidad de cuestionar su credibilidad, situ ndolos en una posici ná ó  

de desventaja frente a la parte acusadora, vulner ndose los principiosá  

de publicidad y de contradicci n.ó

DUOD CIMOÉ : Que en lo que ata e a la infracci n que señ ó  

reclama  al  haberse  rechazado  los  requerimientos  de  las  defensas 

tendientes  a  conocer  la  identidad  del  testigo  como  su  posterior 

admisi n  al  juicio,  cabe  destacar  que  el  art culo  308  del  C digoó í ó  

Procesal  Penal,  al  referirse  a  las  medidas  especiales  que  pueden 

disponerse  en  protecci n  de  testigos,  se ala  de  modo  expreso  queó ñ  

aquellas durar n el tiempo razonable que disponga el tribunal y queá  

pueden ser renovadas cuantas veces sea necesario. Se agrega tambi né  

que el propio Ministerio P blico de oficio o a petici n del interesadoú ó  

debe  adoptar  id nticas  medidas  de  resguardo  para  conferirlesé  

protecci n antes o despu s de recibirse su declaraci nó é ó

Siendo un hecho no controvertido que en relaci n a los testigosó  

antes indicados, el ministerio p blico no solo aport  las iniciales de susú ó  

nombres,  sino que tambi n sus  n meros de Run,  de modo que sué ú  

completa  individualizaci n  por  los  intervinientes  del  proceso  era  deó  

muy  f cil  acceso,  puesto  que  s lo  bastaba  consultar  con  esaá ó  

informaci n los registros p blicos oficiales en las plataformas digitalesó ú  

que  diversos  servicios  (v.gr.  Servicio  de  Registro  Civil,  Servel) 

mantienen  disponibles  a  cualquier  usuario  para  que  pudiese  haber 

obtenido el nombre del testigo en cuesti n de minutos, el cual podr aó í  
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haber sido ser verificado con las mismas iniciales que les hab an sidoí  

proporcionadas.

Es por ello que los testigos en cuesti n,  lejos de ser secretos, seó  

encontraban  con  una  b sica  y  m nima  protecci n  en  cuanto  a  suá í ó  

identidad en relaci n al p blico que puede asistir a las audiencias y,ó ú  

s lo en principio en relaci n a la defensa, pero a quien se le entrega laó ó  

informaci n necesaria para que pueda f cilmente identificarlo.ó á

 Es decir, en este caso oper  s lo una admitida restricci n aló ó ó  

principio de publicidad que rige para las sesiones del juicio oral, no 

hay infracci n procesal relevante, pues en presencia del tribunal y deó  

los  defensores  de  las  partes  se  interrog  al  testigo  y  bien  pudoó  

desvirtuarse su versi n por medio del libre contrainterrogatorio, lo queó  

no  ha  podido  acarrear  la  indefensi n  de  los  acusados,  pues  susó  

defensores tuvieron la oportunidad de identificar al testigo, pudieron 

intervenir  en  la  producci n  de  esa  prueba  con  plena  libertad  yó  

desvirtuar, incluso, su credibilidad, si de alg n modo les pareci  que elú ó  

testigo no dio raz n  circunstanciada  de los  hechos  sobre los  cualesó  

declar .ó

D CIMO  TERCERO:  É Que en raz n de los  fundamentosó  

anteriores,  esta  tercera  causal  en  la  que  se  sustentan  los  recursos 

deducidos, tambi n ser  desestimada.é á

D CIMO  CUARTO:  É Que la cuarta causal interpuesta por 

las recursos de ambas defensas se sustenta  en la causal de nulidad del 

art culo 374 letra e), en relaci n al art culo 342 letra c) del C digoí ó í ó  

Procesal Penal, en donde el reproche a la sentencia consiste en que el 

tribunal  no  realiz  una  exposici n  clara,  l gica  y  completa  de  losó ó ó  

elementos probatorios aportados por las fuentes de prueba de descargo, 

al tenor de lo dispuesto en el art culo 297 del C digo Procesal Penal,í ó  

porque no se hizo cargo de la  informaci n  aportada por testigos  yó  

peritos presentados por la defensa en juicio oral.

Al respecto, el  recurso  de  la  defensa  de  Pablo  Trangol  

Gal indo se ala que no fueron valoradas las  prueba consistente elñ  
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perito  Edgardo  Lienlaf  Nahuel ir,  el  perito  Paulo  Castro  Neira,  elñ  

testigo Jos  Heriberto Catrileo Catrill n, y el testigo Marco Rabanalé á  

Toro.

Por su parte, el recurso de la defensa de Benito  Trangol  

Gal indo se ala que no fueron valoradas las  prueba consistente elñ  

testigo Marco Rabanal Toro, Manuel Vergara Latem y Sonia Trangol 

Galindo.

La prueba que estima omitida valorar por la defensa de Pablo 

Trangol  Galido  aparece  detallada  en  el  considerando  duod cimo,é  

se alando  que  en  relaci n  a  el  perito  ñ ó EDGARDO  LIENLAF 

NAHUEL IR  Ñ se ala  que  ñ “al  tenor  del  informe  planim trico  deé  

desplazamiento  64654/2017,  refiere  que  seg n  lo  que  le  expresú ó  

PABLO TRANGOL en una entrevista en el mes de septiembre del  

a o 2016, y ocupando una serie de im genes de google earth m s lañ á á  

visita  en  terreno,  corrobora  la  actividad  que  este  le  mencionó 

acompa ado de BENITO en cuanto a distancias, caminos, senderos yñ  

particularidades del  terreno que cruzaron esa noche premunidos de  

una linterna, desde su casa hasta el lugar donde viv a Alfredo Trangol,í  

y  luego  lo  que  sucedi  hasta  el  lugar  de  detenci n  del  cruce  deó ó  

Machaca. Tambi n hace referencia a una iglesia, los caminos cercanosé  

como Tres  Cerros  y Niagara,  como a la  casa de Pablo y el  lugar  

donde ste habr a estado trabajando unas maderas y una bodega queé í  

ten a  como  nica  evidencias  de  construcci n  un  radier.  Todo  loí ú ó  

anterior esta respectivamente acompa ado de cuadro de coordenadas.ñ  

La idea era validar en terreno lo que Pablo le dijo, concluyendo que lo  

mencionado existe y es posible ese recorrido y en las condiciones del  

mismo. Reconoce que toda la informaci n se la entreg  Pablo Trangol,ó ó  

Robinson  Trangol  y  la  madre  de  estos;  precisa  que  Robinson  lo  

acompa  en los trayectos. Reconoce que materialmente un plano queñó  

ha mostrado y al cual ha hecho referencia entregando informaci n noó  

estaba en su peritaje . ” Por su parte en cuanto a PAULO CASTRO 

NEIRA, antrop logo,  que ó “refiere que en su informe de fecha 08 de  
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septiembre del 2017 y con fotos que adjunta se demuestra en todo  

esto, una organizaci n de comunidades ind genas, y que en particularó í  

y en relaci n al caso, su estructura establece un sistema de turno enó  

d as determinados, los d as lunes y jueves respecto del cuidado de losí í  

animales;  que ello  es  fruto de la  solidaridad y de una cosmovisi nó  

particular y propia de la etnia todo en el contexto de la ruralidad. Fue  

acompa ado de do a Marta Galindo madre de los acusados al fundoñ ñ  

Santa Margarita describiendo en diversa gr ficas los lugares, bodegas yá  

galpones all  existentes, as  como las viviendas. Se enter  tambi n queí í ó é  

en esa oportunidad se fueron a ver los animales con m s regularidadá  

ya que era el A o Nuevo Agr cola. La informaci n se contrast  con lañ í ó ó  

madre de los acusados, y otras personas de la comunidad. Aclara que  

ellos eran beneficiarios del programa Chile Ind gena.í .”

En  relaci n  a  ó JOSE  HERIBERTO  CATRILEO 

CATRILLAN,  el  considerando  duod cimo  se ala  que  é ñ “el  testigo 

indica en el a o 2009 se compraron los fundos Santa Margarita y Sanñ  

Miguel, all  conoci  a trav s de la compra de tierra a Pablo y Benitoí ó é  

Trangol  la  idea era  el  cultivo del  trigo,  pastizales  y  el  cuidado de  

animales, eran varios socios y ellos se organizaron en trabajar turnos  

para el cuidado de vacunos y otros animales, algunos due os viv an enñ í  

la ciudad y se los estaba robando, raz n por lo cual en el turno seó  

llevaban y guardaban y al amanecer se soltaban con rotaci n de losó  

mismos y otros los guardaban en la tarde.  Pablo,  Benito y Alfredo  

ten an dentro esos turnos otro acuerdo ya que eran due os de caballosí ñ  

y  deb an ir  verlos  en los  turnos  semanales  fijados  los  d as  lunes  yí í  

jueves, que a su vez coincid an con las ferias que se hac an en el sectorí í  

de manera continua. Ariel viv a en el ex fundo Santa Margarita, es laí  

primera vez que declara y  s testimonios de y la de Benito Trangol en  

el  considerando  d cimo  cuarto,  en  el  que  losé  testimonios  que  se 

consideran como no valorados se refieren b sicamente a las activadasá  

comunitarias  y  de  cuidado  de  animales  que  realizaban  ambos  

hermanos sabe  d nde  est  la  iglesia  y  de  su  casa  est  a  uno  6ó á á  
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kil metros, de Pablo a Ariel hay aproximadamente un kil metro, y deó ó  

ah  al  fundo  San  Miguel  unos  7  a  8  kil metros. ;  í ó ” y  en  cuanto  a 

MARCO RABANAL  TORO, abogado de Derechos Humanos el 

mismo considerando refiere  que dicho testigo se al  que ñ ó “se entrevistó 

con  los  cuatro  detenidos  el  d a  14  de  junio  del  2016,  quienesí  

manifestaron haber sido objeto de apremios y que solo se enteraron de  

lo cargos en el Juzgado de Garant a, mencion ndole que al momentoí á  

de la ocurrencia de los hechos estaban en otras actividades. Se alaronñ  

que al ser detenidos y arrastrados por la polic a estos apagaron lasí  

luces y procedieron a disparar; agregando Benito que le pasaron algo  

por  su  cabeza  y  Pablo  en  otra  entrevista  del  mes  de  agosto,  que  

adem s de recibir golpes en las costillas y espaldas le fueron puestosá  

unos elementos en los bolsillos. Respecto al control de la detenci n seó  

hizo una denuncia, y el 9 de septiembre del 2016 se hizo otra por  

abuso  en  contra  de  particulares  e  implantaci n  de  pruebas.  Poró  

hostigamiento a familiares  tambi n hubo presentaci n de recursos yé ó  

adem s querellas de abogados particulares, y sabe de una denuncia deá  

Pablo Trangol,  contra el  funcionario  Valenzuela de la  P.D.I.  quien  

cuando si ndole revocado la prisi n preventiva le fue a buscar a sué ó  

casa y procedi  a golpearle en el labio, acci n en la cual solo huboó ó  

fotos de las mismas, y no constancia m dica. Explica que respecto deé  

las  detenciones,  no  se  enter  de  las  certificaciones  hospitalariasó  

respectivas, e ignora que Ariel haya dicho en una declaraci n que lesó  

pusieron unos cartuchos.”

Por  su  parte,  en  relaci n  a  la  prueba  que  se  omite  valoraró  

presentada  por  Benito  Trangol  Gal indo  omitida,  en  el 

considerando  D cimo  cuarto  é de  la  sentencia  se  se ala  queñ  

MANUEL  VERGARA  LATEM refiere,  que  trabaj  en  el“ ó  

programa Chile  Ind gena de CONADI propuesto en la  comunidadí  

que integran los acusados; que en relaci n a los hechos estos deb anó í  

concluir un trabajo de unas bodegas cuya inauguraci n eran para eló  

d a 10 de  junio de  2016.  Aclara  que dicha actividad es  objeto deí  
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fiscalizaci n por los dineros involucrados en la compra de materiales,ó  

refiere  que  entre  estos,  se  incluye  y  ocupa  un  preservante  el  

carbonero  para evitar hongos y marca de color negro, elemento que“ ”  

contiene derivados de hidrocarburo. El d a indicado, se inauguraron ení  

terreno las bodegas con una actividad social determin ndose que fueá  

un proyecto sin observaciones, que en esa oportunidad se enter  de laó  

situaci n que afectaba a la se ora Marta Galindo quien trabajando enó ñ  

la presentaci n realizada, ten a su marido enfermo y tambi n sus hijosó í é  

presos  quien  hab an  salido  a  ver  unos  animales.í ”;  y  en  relaci n  aó  

SONIA TRANGOL GALINDO que esta se al   que ñ ó “Benito era 

la ayuda permanente de su madre y tambi n lo fue de su padre queé  

estaba enfermo y adem s siempre estaba presente en el cuidado deá  

an males y siembras. Que todo esto hoy se encuentra completamenteí  

trastocado,  su  padre  falleci  a  los  5  d as  de  la  detenci n  de  susó í ó  

hermanos. Con su testimonio se Incorpora toda la historia cl nica de suí  

padre y los diversos tratamientos documentos N  25 26 10, 27 del auto°  

de apertura, a ade luego que Benito a veces se quedaba en su casa yñ  

se iba al otro d a muy temprano a cuidar los animales, ten a vacunosí í  

ovejas y chanchos incluso una vez, le robaron su caballo Farolito de lo  

cual se hizo denuncia y sin mayor resultado. Su hermano estudi  en eló  

colegio Tamarindo, el 7  y 8  los hizo en el Colegio de IELOL y° ° Ñ  

luego sigui  en Temuco .ó ”

Pues bien, a diferencia de lo que se expone en los recursos de 

nulidad,  esta  Corte  consideran  que  la  prueba  referida  no  fue 

desestimada como lo plantean las defensa, sino que el tribunal la valoró 

y a trav s de la misma permiti  dar por establecido en el considerandoé ó  

vig simo los hechos consider  que con esa prueba se podr an estableceré ó í  

se alando que ñ “es posible entender y justificar que como lo dicen ese  

d a 9 de junio del 2016 estuvieron en las actividades insertas en elí  

Programa  Chile  Ind gena,  como  lo  acreditan  los  documentos  yí  

antecedentes expuesto en audiencia, preparando una presentaci n, yó  

pintando unas bodegas y que conforme la prueba, fue inaugurada al  
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d a siguiente, lo cierto es que, afinando sus actividades previas y a lasí  

horas inmediatas al suceso materia del juicio .”

A la vez ese mismo considerando indica lo que esa prueba no es 

capaz de establecer,  a juicio del tribunal, se alando que ñ “queda sin 

mayor justificaci n lo esencial, un lapso de tiempo no menor entre lasó  

20,00 horas -incluida la del incendio - hasta la llegada a la casa de don  

Alfredo Tralcal, cerca de las 23.00 horas. .”

D CIMO QUINTO:  É Que, de esta forma, la revisi n de losó  

razonamientos de la sentencia permiten establecer que sta cumple coné  

las exigencias legales de fundamentaci n y de hacerse cargo de toda laó  

prueba rendida, por lo que se rechazar  tambi n este cuarto motivo deá é  

nulidad, deducido por ambas defensas.

D CIMO  SEXTO:  É Que  la  quinta  causal  de  nulidad 

invocada nicamente por la  defensa de Benito  Trangol  Galindo,  seú  

funda en la causal contenida en el art culo 374 letra e) del C digoí ó  

Procesal Penal, toda vez que se habr a omitido el requisito previsto ení  

el  art culo 342 letra c)  del  mismo cuerpo legal,  en relaci n  con loí ó  

dispuesto en el art culo 297 del mismo c digo.í ó

El reproche lo hace consistir en que por un lado, al valorar un 

reconocimiento cuya fuente son las im genes de la detenci n ilegal, laá ó  

sentencia  viola  las  garant as  fundamentales  y  debe  ser  anulada,  siní  

embargo, si en la misma diligencia de reconocimiento realizado con 

frutos  directos  de  un  procedimiento  de  detenci n  ilegal,  apareceó  

acreditado en juicio que la persona reconocida como Benito Trangol es 

en  realidad  otra  persona,  un  coimputado  que  fue  absuelto,  ese 

elemento  s  puede  y  debe  ser  considerado  como  una  elementoí  

suficiente para fundar la absoluci n del imputado, estimado infringidoó  

el principio de no contradicci n.ó

En  cuanto  a  la  infracci n  de  garant as  relativas  por  eló í  

reconocimiento con pruebas que proceder an de diligencia que habr aní í  

sido decretadas il citas,  se reiteraran los mismos argumentos vertidosí  
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para  rechazar  la  segunda  causal  de  nulidad  invocada,  la  que  se 

sustentaba en las mismas argumentaciones.

Por  otra  parte  se  debe  asentar  que  el  principio  de  no 

contradicci n consiste en que es imposible que algo sea y no sea aló  

mismo tiempo y en el mismo sentido, pudiendo simbolizarse  en forma 

esquem tica de la siguiente manera: "Es imposible que A sea B y noá  

sea B.  A este respecto, cabe hacer presente que lo que cabe analizar”  

conforme a este principio es si la sentencia tiene pasajes contradictorios 

unos con otros y no la existencia de alguna contradicci n entre losó  

diversos testimonios prestados en el juicio, o la equivocaci n en alg nó ú  

reconocimiento, como pareciese entenderlo el recurrente.

Por  lo  mismo,  al  no  indicarse  cu les  son  los  pasajesá  

contradictorios de la sentencia que hacen esta carezca de coherencia 

interna, esta causal tambi n ser  deso da.é á í

D CIMO  S PTIMO:  É É Que,  finalmente,  se  invoc   comoó  

causal  subsidiaria  en  los  recurso  intentado  por  las  defensa  de  los 

acusados Pablo Trangol Galindo y Benito Trangol Galindo, el motivo 

de nulidad del  art culo 373 letra b)  del C digo Procesal  Penal,  porí ó  

considerar que conforme a la prueba rendida y hechos acreditados en 

juicio, la figura que en derecho correspond a aplicar era la del art culoí í  

477 N  1 del C digo Penal.º ó

Al  haberse  fundado  los  recursos  de  nulidad  en  la  causal  de 

nulidad contemplada en la letra b) del art culo 373 del C digo Procesalí ó  

Penal, los recurrentes entienden que los hechos fijados por el Tribunal 

son correctos, pero que el derecho aplicado est  errado y, en dichaá  

virtud los  recurrentes  aceptan  los hechos asentados por el juez -en 

cuanto por la causal invocada stos no puede ser modificados- s lo queé ó  

en su concepto, el razonamiento jur dico plasmado en la sentencia aí  

partir de ese hecho aceptado es equivocado, sea por haberse calificado 

de delito un hecho que la ley no considere tal, sea por aplicar una 

pena cuando no procediere aplicar pena alguna,  sea por que se ha 

impuesto una pena superior a la que legalmente correspondiere.
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En  este  caso,  los  recurrentes  como  se  ha  se alado– ñ  

precedentemente-  hacen  consistir  el  error  de  derecho  en  que  el 

incendi  se habr a consumado con posterioridad a la expulsi n de lasó í ó  

personas del interior del inmueble, en que era previsible  en que en“ ”  

ese momento no hubiera personas en su interior, inexistencia de riesgo 

para las personas, ausencia de dolo espec fico del tipoy desproporci ní ó  

dela pena.

Sin  embrago,  los  recurrentes  al  fundar  su  causal  aluden  a 

diversos elementos de prueba para justificar sus asertos f cticos en queá  

sustentan su pretensi n, con lo que impl citamente reconocen que esó í  

necesario  modificar  los  hechos  establecidos  en  la  sentencia,  ya  sea 

cambiando o agregando hechos, lo que claramente excede el marco de 

la causal invocada. 

As , en primer t rmino los recurrentes solicitan que esta Corteí é  

modifiquen el momento en que se inici  el incendio, y que lo sit enó ú  

una vez que todos quienes se encontraban en la iglesia hab an sidoí  

desalojados, en circunstancias que la sentencia se ala que ñ “un grupo de 

sujetos con rostros cubiertos y armados, actuando de manera violenta  

ingresaron al interior del templo y procedieron mediante amenazas y  

disparos a obligar a las personas all  presentes a salir al exterior delí  

mismo, todo ello, mientras  prend an  fuegoí  a distintas partes de la  

construcci n,  para  seguidamente  retirarse  caminando  ó ” (considerando 

d cimo quinto).é

En segundo lugar pretende que se cambie la condici n de lugaró  

habitado o de previsibilidad de esa circunstancia la que se encuentra 

establecida en el considerando d cimo s ptimo que al efecto se ala é é ñ “no 

debe olvidarse que ese d a y a esa hora conforme se desprende de laí  

testimonial  se  celebraba  un  culto,  en  cuyo  interior  se  encontraban  

adultos y menores, que hab an luces en el templo y adem s veh culosí á í  

en  el  exterior,  y  no  obstante  ello,  un  grupo  de  sujetos  armados  

ingresan  violetamente  al  su  interior,  con  elementos  generadores  de  

fuego, contexto en el cual, tan solo recurriendo a un m nimo sentidoí  
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de reflexi n por el objetivo pretendido y el peligro que ello implicaba,ó  

no era posible ignorar el riesgo ante la presencia de personas como se  

ha dicho -adultos y menores- en ese lugar, era una realidad evidente y  

observable, merito m s que suficiente para detener el desarrollo causal,á  

previsibilidad  que  aplicada  a  los  hechos,  hay  entenderla  como  un 

concepto din mico, no inerteá ”

En  tercer  lugar,  se  solicita  que  se  modifique  el  dolo,  cuya 

determinaci n  es  cuesti n  de  hecho  y  que  tambi n  se  encuentraó ó é  

claramente  establecido  en  la  sentencia  en  los  considerandos  d cimoé  

quinto y d cimo s ptimo.é é

D CIMO  OCTAVO:  É Que de esta forma, al  solicitarse  la 

modificaci n  de  presupuesto  f cticos,  esta  ltima  causal  que  hanó á ú  

deducido ambas defensas no puede prosperar al tenor de lo dispuesto 

en el art culo 385 del C digo Procesal Penal, que indica que s lo seí ó ó  

puede invalidar la sentencia si la causal de nulidad no se refiere a los 

hechos  y  circunstancias  que  se  hubieren  dado  por  probados,  y 

precisamente lo que se ha solicitado es la alteraci n de aquellos.ó

D CIMO  É NOVENO:  Que, en raz n de lo anteriormenteó  

expuesto,  esta  ltima  causal  subsidiaria  en  la  que  las  defensas  hanú  

cimentado  sus respetivos recurso, tambi n ser  desatendida.é á

Por estas consideraciones y de acuerdo tambi n a lo establecidoé  

en el los art culos 342, 374, 376, 384 y 385 del C digo Procesal Penal,í ó  

SE RECHAZAN los recurso de nulidad promovidos por el abogado 

do a  ñ Patr ic ia  Alejandra  Cuevas  Su rezá ,  por  su  defendido 

Pablo  Iv n Trangol  Gal indoá  y los abogados don Pablo  Ortega 

Manosalva y  don  Cristopher  Corval n  Riveraá  por  Benito 

Rub n  Trangol  Galindoé  en  contra  de  la  sentencia  de  fecha 

veintisiete de abril de dos mil dieciocho, dictada en los antecedentes 

RUC N  º 1600553093-1 y RIT N  004-2018 del Tribunal de Juicioº  

Oral  en lo Penal de Temuco,  la  que,  por ende,  no es nula,  como 

tampoco lo es el juicio oral que le sirvi  de antecedente.ó

Reg strese y agr guese a la carpeta digital .í é
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Redacci n  del  fa l lo  del  fa l lo,  abogado integrante  Sr.ó  
Jos  Mart nez R os.é í í
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Pronunciado por la Segunda Sala de la C.A. de Temuco integrada por los Ministros (as) Maria Elena Llanos

M., Maria Georgina Gutierrez A. y Abogado Integrante Jose Martinez R. Temuco, siete de agosto de dos mil

dieciocho.

En Temuco, a siete de agosto de dos mil dieciocho, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 13 de mayo de 2018, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl.
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